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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA LA MINISTRA LENIA BATRES GUADARRAMA RELATIVO A LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 66/2026 Y SUS ACUMULADAS 82/2026, 85/2026 Y 87/2026

Diversos partidos políticos y el Poder Ejecutivo Federal promovieron acción de inconstitucionalidad contra los artículos 32 Quáter, numeral 4, 18, numeral 2 y QUINTO Transitorio contenidos en el Decreto 427, por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de Durango y de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Durango, publicado el 2 de junio de 2026 en el Periódico Oficial del Gobierno de dicha entidad.

En lo referente a los artículos 18, numeral 2, y el QUINTO Transitorio de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Durango, se establece una obligación permanente de alternancia de género para la postulación de candidaturas a la gubernatura del Estado.

En relación con la sentencia aprobada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en sesión de 28 de septiembre de 2026, formulo el presente voto para exponer los motivos de consenso y las consideraciones que, a mi juicio, debieron incorporarse.

1. Razones de la mayoría

En la resolución aprobada por mayoría de seis votos, se determinó que los artículos 18, numeral 2, y el QUINTO Transitorio de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Durango, dejan de operar únicamente en el ámbito de la paridad de género y proyectan sus efectos sobre el derecho fundamental a ser votado (voto pasivo). Las normas se convierten en una regla que pretende garantizar la paridad; sin embargo, restringe de forma injustificada y desproporcionada el ejercicio de otros derechos político-electorales que la propia Constitución tutela.

De igual manera, excluyen de la competencia electoral a personas que podrían contender por la titularidad del Poder Ejecutivo estatal por razón de su género. Además, las disposiciones impugnadas no sólo inciden en el derecho a ser votado, sino también en el derecho de la ciudadanía a elegir libremente entre las opciones políticas que podrían participar en la elección.

Finalmente, exceden el margen de configuración legislativa reconocido a las entidades federativas al alterar el contenido del principio de paridad y trastocar de forma desproporcionada el núcleo esencial del derecho al voto, en sus vertientes activa y pasiva, además de incidir de forma injustificada en la autodeterminación y autoorganización de los partidos políticos.

2. Razones de la emisión del voto 

Comparto el sentido de la resolución; sin embargo, considero que del artículo 1o. Constitucional se desprende que la protección del derecho a la igualdad no constituye una obligación exclusiva de los Congresos estatales o federal; por el contrario, vincula a todas las autoridades dentro del ámbito de sus competencias, quienes deben adoptar las medidas para garantizar el ejercicio de los derechos humanos y eliminar los obstáculos que impidan el ejercicio igualitario.

En la acción de inconstitucionalidad 132/2020, se precisó que la Constitución no establece un catálogo exhaustivo de reglas o medidas para garantizar la paridad de género en las candidaturas a los distintos cargos de elección popular, sino que corresponde a las leyes electorales desarrollar los mecanismos para hacer efectivo este principio. En consecuencia, las legislaturas locales tienen este margen de configuración para establecer medidas que garanticen la paridad, siempre que se ajusten a los mandatos, principios y límites previstos en la Constitución.

Las reglas que adopten las entidades federativas deben sujetarse al marco constitucional, respetar los derechos humanos y observar los principios en materia electoral, conforme a los principios de supremacía y reserva constitucional. Toda medida que limite el derecho de las personas a votar y ser votadas, interfiera en la autodeterminación de los partidos políticos o restrinja la libertad democrática debe contar con un fundamento constitucional expreso y preciso. En el caso, la regla impuesta por la legislatura local no se encuentra prevista en nuestra Constitución. 

Las normas jurídicas, por su propia naturaleza, deben formularse en términos generales, abstractos e impersonales. Son generales porque sus disposiciones están dirigidas a todas las personas que se encuentran en el supuesto normativo; abstractas porque regulan situaciones previstas de manera general y no casos concretos; e impersonales porque no se dirigen a una persona determinada, sino a un número indeterminado de personas destinatarias. 

La ley debe revestir un carácter general, abstracto e impersonal, de manera que sus consecuencias jurídicas se proyecten sobre una pluralidad indeterminada de personas y situaciones futuras a partir de circunstancias objetivamente previstas en la propia norma. Esas características son indispensables para garantizar la igualdad frente al orden jurídico, evitar privilegios o discriminaciones y dotar de certeza y previsibilidad a la aplicación del derecho. Por ello, el Poder Legislativo no puede diseñar normas destinadas a beneficiar o perjudicar a personas determinadas ni expedir disposiciones para resolver casos concretos previamente identificados; a diferencia del objeto distinto de las acciones afirmativas que buscan resarcir los desequilibrios que las estructuras sociales, económicas e históricas provocan. 

En este sentido, los Poderes Legislativos locales carecen de competencia constitucional para establecer una regla, como en el caso, relativa a la alternancia de género de manera específica en la postulación de personas candidatas a la gubernatura del Estado de Durango. Incluso, en la exposición de motivos de los artículos impugnados, dicha regla permanente carece de justificación para ser incorporada por el Congreso como mecanismo aplicable para la elección o su relación con el principio de paridad de género.

Si bien la Constitución reconoce la paridad como un principio rector del sistema democrático y electoral, ello no implica que los Congresos locales cuenten con facultades para restringir, condicionar o limitar el ejercicio de los derechos político-electorales de la ciudadanía bajo ese pretexto. Su observancia tendría que realizarse dentro de los límites constitucionales, en armonía con el resto de los derechos y principios que integran el orden constitucional. 


(Este voto se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación [FIREL])
MINISTRA LENIA BATRES GUADARRAMA
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